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1. INTRODUCCIÓN 

Los procedimientos amistosos son un mecanismo de resolución de disputas 
entre Administraciones tributarias cuando la actuación de alguna de ellas ha 
provocado o puede provocar una imposición no conforme con un Convenio 
Fiscal. 

Los procedimientos amistosos han cobrado una especial relevancia desde la 
aprobación del Informe de la Acción 14 del Plan BEPS que estaba 
específicamente dedicada a la resolución de disputas y que suponía el 
contrapunto de las otras acciones del Plan BEPS. Se consideró que el resto de 
las acciones del Plan BEPS promoverían un mayor número de actuaciones por 
parte de las Administraciones tributarias que desencadenarían mayor litigiosidad 
y situaciones de doble imposición. 

Basta echar un vistazo a las estadísticas que publica desde 2016 la OCDE en el 
mes de noviembre de cada año, para ver cómo se ha incrementado el número 
de procedimientos amistosos. Dicho número ha aumentado especialmente en 
los casos de precios de transferencia, pero también en el resto de los casos. 
Afortunadamente, también se ha incrementado el número de casos resueltos, en 
particular, con completa eliminación de la doble imposición y también han 
disminuido los plazos medios de resolución, lo que supone una muy buena 
noticia para los contribuyentes y las Administraciones tributarias. 

Los procedimientos amistosos se perciben como un instrumento que incrementa 
la seguridad jurídica, es decir, si en un país los procedimientos amistosos 
funcionan de manera eficiente, dicha circunstancia redunda en una mejor 
percepción del país en términos de seguridad jurídica. Por el contrario, si en un 
país los procedimientos amistosos no funcionan de manera razonable, dicha 
circunstancia incide en una peor percepción del país en términos de seguridad 
jurídica. 

Como se comprobará en este capítulo, para iniciar un procedimiento amistoso 
es necesario que exista una base jurídica convencional, es decir un convenio 
fiscal bilateral o multilateral que incluya una provisión relativa al procedimiento 



amistoso. En el ámbito de la Unión Europea, incluso aunque se haga uso del 
mecanismo previsto en la Directiva 2017/1852 del Consejo, de 10 de octubre de 
2017, relativa a los mecanismos de resolución de litigios fiscales en la Unión 
Europea, tiene que existir un convenio fiscal que sea aplicable al caso. Ese 
convenio, en el caso de España, puede ser: 

• Cualquiera de los Convenios para evitar la Doble Imposición internacional 
y prevenir la evasión fiscal en materia de renta y patrimonio aplicables en 
España1. 

• El Convenio relativo a la supresión de la doble imposición en caso de 
corrección de los beneficios de empresas asociadas, hecho en Bruselas 
el 23 de julio de 1990 (B.O.E. de 21 de diciembre de 1994). 

En este capítulo se van a analizar los procedimientos amistosos tramitados en 
base a los Convenios para evitar la doble imposición internacional y prevenir la 
evasión fiscal en materia de renta y patrimonio y en base a la Directiva 2017/1852 
del Consejo, de 10 de octubre de 2017, relativa a los mecanismos de resolución 
de litigios fiscales en la Unión Europea.  

Dicho análisis va a seguir las distintas fases que atraviesa un procedimiento 
amistoso, desde su inicio hasta su finalización, y durante el análisis se 
intercalarán las distintas disposiciones previstas en la normativa interna 
española. Asimismo, se destacarán aquellos aspectos que plantean mayor 
controversia durante la tramitación de un procedimiento amistoso. 

En otro capítulo de este Manual se analizan en detalle los procedimientos 
amistosos tramitados en base al Convenio 90/436 de Arbitraje (Convenio relativo 
a la supresión de la doble imposición en caso de corrección de los beneficios de 
empresas asociadas, hecho en Bruselas el 23 de julio de 1990 (B.O.E. de 21 de 
diciembre de 1994)) 

2. PROCEDIMIENTOS AMISTOSOS TRAMITADOS AL AMPARO DE UN 
CONVENIO FISCAL  

En España, estos procedimientos amistosos están regulados en el Título II del 
Reglamento de procedimientos amistosos en materia de imposición directa: Real 
Decreto 1794/2008, de 3 de noviembre (en adelante, Reglamento de 
procedimientos amistosos) modificado sustancialmente por el Real Decreto 
399/2021, de 8 de junio y, más recientemente, por el Real Decreto 1171/2023, 
de 27 de diciembre.   

Aunque la mayoría de los Convenios Fiscales aplicables en España son 
consistentes con el artículo 25 del Modelo de Convenio tributario sobre la renta 
y el patrimonio de la OCDE (en adelante, MCOCDE), cada uno de los convenios 
aplicables en España es único. 

Por tanto, es muy importante que el contribuyente preste atención a las 
disposiciones del Convenio Fiscal correspondiente, en especial, en lo que se 
refiere al plazo para solicitar el inicio del procedimiento, a la posible existencia 
de una fase arbitral y a la posibilidad de ejecutar el acuerdo alcanzado con 
independencia de los plazos de prescripción de la normativa interna. 

 
1 https://www.hacienda.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx 

https://www.hacienda.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx


A estos efectos, hay que tener en cuenta las modificaciones introducidas por el 
Convenio Multilateral para aplicar las medidas relacionadas con los Tratados 
Fiscales para prevenir la erosión de bases imponibles y el traslado de beneficios 
(en adelante, Convenio Multilateral) en materia de procedimientos amistosos.  

En la página web de la OCDE se pueden consultar los Convenios Fiscales que 
se modifican por el Convenio Multilateral2. Además, en la página web del 
Ministerio de Hacienda de España están publicados los textos sintéticos de los 
convenios3 modificados por el Convenio Multilateral y su fecha de efectos4. La 
página web del Ministerio se actualiza periódicamente con la incorporación de 
los últimos convenios afectados por el Convenio Multilateral. 

2.1.  ANÁLISIS DEL ARTÍCULO 25 DEL MCOCDE 

Como se indicaba anteriormente, la mayoría de los Convenios Fiscales 
aplicables en España son consistentes con el artículo 25 del MCOCDE, por lo 
que nos detendremos en el análisis de dicho artículo tomando en consideración 
las distintas versiones que ha tenido el mismo. 

El artículo relativo a los procedimientos amistosos ya figuraba en el proyecto de 
Convenio para evitar la doble imposición redactado por la Cámara de Comercio 
Internacional (Modelo de Roma de 1922). No obstante, el Congreso II de la 
Cámara reunido en Roma en 1923 consideró “demasiado avanzado” tal 
proyecto. 

El primer modelo de convenio bilateral se redactó en 1928 y preveía un artículo 
relativo al procedimiento amistoso. En el caso de que la disputa no se resolviera 
directamente entre los Estados, podría someterse a un órgano técnico, 
designado por el Consejo de la Sociedad de Naciones, que emitiría una opinión 
consultiva, que sería vinculante en caso de acuerdo de los Estados. Se puede 
observar el grado de avance, hace casi 100 años, respecto a la posibilidad de 
remisión de la cuestión a un órgano de la Sociedad de Naciones (antecedente 
de Naciones Unidas). 

Las redacciones del Modelo Convenio de México (1943) y del Modelo Convenio 
de Londres (1946) contemplaban también la posibilidad de que las autoridades 
competentes se consultaran con el fin de llegar a un acuerdo que eliminara la 
doble imposición. 

El proyecto de Modelo Convenio para 1956 establecía la compatibilidad entre el 
procedimiento amistoso y los recursos internos. El proyecto de Modelo Convenio 
para 1960 preveía también el procedimiento amistoso. 

El borrador del Convenio de 1963 incluye una redacción en cuatro apartados del 
artículo 25 muy similar a la actual, si bien se irán introduciendo modificaciones 
hasta llegar a la versión de hoy en día. Lo analizaremos a continuación. 

 
2 https://www.oecd.org/en/data/tools/beps-mli-matching-database.html 

 
3https://www.hacienda.gob.es/eu-

ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/CDI_Alfa.aspx 

 
4 https://www.hacienda.gob.es/SGT/NormativaDoctrina/Tributaria/CDI/Documentacion/Cuadro-fecha-

efectos-MLI.pdf 

 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.oecd.org/en/data/tools/beps-mli-matching-database.html&g=ZmQxYmVjNzRhMzY2ZWJiMw==&h=YjMxYmI5ZDg4ODM2NGViZDE1MmYwNzY4NzRmNGE2NDQwOTY3OGI2NWY3MGMxODZmZWY5ODhlMWE2ZmM1NjBiYQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo1NTI2ZjUyMTBmODUzZTM3YTJjZWM0MWVkODdiMTM5Nzp2MTpwOkY=
https://www.hacienda.gob.es/eu-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/CDI_Alfa.aspx
https://www.hacienda.gob.es/eu-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/CDI_Alfa.aspx
https://www.hacienda.gob.es/SGT/NormativaDoctrina/Tributaria/CDI/Documentacion/Cuadro-fecha-efectos-MLI.pdf
https://www.hacienda.gob.es/SGT/NormativaDoctrina/Tributaria/CDI/Documentacion/Cuadro-fecha-efectos-MLI.pdf


El MCOCDE de 1977 introdujo como novedades: los plazos, estableciendo uno 
para la presentación de la solicitud en su apartado 1, suprimiendo la prescripción 
que pudiera existir en el derecho interno de los Estados de cara a la ejecución 
de los acuerdos alcanzados (apartado 2 final). También se legitima al nacional a 
presentar la solicitud de procedimiento amistoso, en caso de aplicación del 
artículo 24.1 de no discriminación. 

El MCOCDE de 1995 modificó el apartado 4 del artículo 25 suprimiendo la 
segunda frase que mencionaba expresamente la posibilidad de intercambios 
verbales de posiciones, aclarando que la comisión puede estar formada por las 
autoridades competentes o por sus representantes. 

El MCOCDE de 2008 incluye un apartado 5 al artículo 25 con la cláusula de 
arbitraje y una nota al pie señalando las dificultades constitucionales o legales 
para determinados países respecto a su inclusión. 

El MCOCDE de 2017, adoptado después de la aprobación de la Acción 14 de 
BEPS, incluye la posibilidad de que se presente la solicitud de procedimiento 
amistoso ante cualquiera de los Estados contratantes y no exclusivamente ante 
el Estado de residencia. Asimismo, suprime la nota al pie que figuraba en el 
artículo 25 apartado 5, debiendo los países indicar las correspondientes reservas 
(países OCDE) o posiciones (países no OCDE) a dicho apartado. Por ello, 
existen reservas de Chile y Hungría a no incluir el apartado 5 del artículo 25 en 
sus convenios. Asimismo, existen posiciones de Brasil, India, Indonesia, China, 
Serbia, Singapur, Sudáfrica y Hong Kong a no incluir el apartado 5 del artículo 
25 en sus convenios. 

En conclusión, el artículo 25 redactado en 1977 (partiendo de los antecedentes 
que hemos indicado) ha sido modificado pocas veces: sólo en 1995, 2008 y 
2017, a pesar de que ha habido 10 actualizaciones del Modelo Convenio.   

2.2.  TIPOS DE PROCEDIMIENTOS AMISTOSOS CUBIERTOS POR EL 
ARTÍCULO 25 DEL MCOCDE 

Tradicionalmente, se han distinguido dos tipos de procedimientos amistosos: los 
procedimientos amistosos específicos a los que hace referencia el artículo 25 
apartados 1 y 2 del MC OCDE y los procedimientos amistosos interpretativos o 
aplicativos a los que se refiere el apartado 3 del artículo 25 del MC OCDE. 

Los procedimientos amistosos específicos son instados por un contribuyente que 
entiende que una acción de la Administración Tributaria le ha producido o puede 
producirle una imposición no conforme con el convenio, incluyendo doble 
imposición jurídica o económica. Estos procedimientos amistosos son los más 
numerosos y son los procedimientos en los que nos centraremos en este 
capítulo. Son, básicamente, los procedimientos amistosos derivados de ajustes 
de precios de transferencia, conflictos de residencia, conflictos de calificación de 
rentas y sobre la existencia o no de un establecimiento permanente.  

Los procedimientos amistosos generales son instados por las propias 
autoridades competentes con el fin de interpretar, por ejemplo, un determinado 
término del convenio. Los acuerdos alcanzados entre las autoridades 
competentes respecto de estos procedimientos amistosos interpretativos son 
objeto de publicación. Algunos de estos acuerdos se han publicado en el BOE 
como el acuerdo entre España y Brasil (BOE de 2 de octubre de 2003) sobre la 
interpretación de la cláusula de nación más favorecida en relación con 



dividendos y cánones y sobre la interpretación de cánones y servicios técnicos, 
o el acuerdo entre España y Marruecos (BOE de 15 de julio de 2016) sobre la 
interpretación de estudios técnicos o económicos. 

También bajo el artículo 25 apartado 3, se pueden instar procedimientos 
amistosos por los contribuyentes. En particular, este apartado es la base para 
solicitar un APA bilateral (que se analiza en otro capítulo de este Manual) y 
también puede ser la base para solicitar un procedimiento amistoso multilateral 
que implique a más de dos autoridades competentes. 

La mayoría de los procedimientos amistosos se refieren a casos de doble 
imposición. Puede tratarse de una doble imposición jurídica que son aquellos 
procedimientos amistosos a los que se refiere el comentario 9 al artículo 25 del 
MC OCDE. En la actualidad, en muchos supuestos, los procedimientos 
amistosos tienen que ver con supuestos de doble imposición económica, en 
particular, los derivados de la inclusión por parte de la Administración Tributaria 
de un país de beneficios de una empresa asociada de acuerdo con el artículo 9 
apartado 1 del MC OCDE, lo cual implica que tenga que plantearse si procede 
un ajuste correlativo en otro país, en virtud del artículo 9 apartado 2 del 
correspondiente convenio, tanto porque el ajuste primario esté bien fundado 
como porque esté bien valorado. 

En este capítulo nos vamos a centrar en los procedimientos amistosos 
solicitados por los contribuyentes, la gran mayoría en virtud del artículo 25 
apartados 1 y 2. 

2.3. TRAMITACIÓN DE UN PROCEDIMIENTO AMISTOSO EN BASE A UN 
CONVENIO FISCAL 

2.3.1. Solicitud de inicio de un procedimiento amistoso 
2.3.1.1.  Acción de una Administración tributaria 

Un procedimiento amistoso se desencadena porque existe una acción de una 
Administración tributaria que produce una imposición no conforme con el 
convenio, incluida una doble imposición. Dicha acción puede ser de la 
Administración tributaria española o de la Administración tributaria del otro 
Estado firmante de un convenio con España. 

En España, aun cuando el acto administrativo sea firme en la vía administrativa, 
se puede solicitar un procedimiento amistoso.  

Si el acto administrativo es firme por existir una sentencia judicial, en España, se 
podría iniciar el procedimiento amistoso, aunque la autoridad competente 
española no se podría desviar de lo decidido en la sentencia judicial. Es decir, 
en estos casos, la doble imposición solamente podría ser eliminada mediante 
ajuste correlativo por parte de la otra autoridad competente. Ello es consecuencia 
del mandato del artículo 118 de la Constitución y de los artículos 17 y 18 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial cuando imponen a las Administraciones 
Públicas, autoridades y funcionarios el deber de respetar y cumplir las sentencias 
y demás resoluciones judiciales que hayan ganado firmeza o sean ejecutables 
de acuerdo con las leyes.  

2.3.1.2.  Elección de base jurídica 

El contribuyente tiene la opción de elegir la base jurídica en su solicitud de 
procedimiento amistoso.  



En casos de precios de transferencia o de atribución de beneficios a un 
establecimiento permanente, en el ámbito de la Unión Europea, normalmente se 
invoca el Convenio de Arbitraje y, subsidiariamente, el correspondiente convenio 
bilateral. En algunos casos, se está invocando exclusivamente el 
correspondiente convenio bilateral modificado por el Convenio Multilateral. 
También puede invocarse como base jurídica la Directiva en el ámbito de la 
Unión Europea. Pero en este caso, como se verá posteriormente, la Directiva 
excluye la tramitación por otras bases jurídicas, sea el convenio bilateral o el 
Convenio de Arbitraje. Fuera de la Unión Europea habrá que estar al 
correspondiente convenio bilateral (modificado o no por el Convenio Multilateral). 
Si España no tuviera firmado un convenio bilateral con el país afectado, no se 
podría solicitar un procedimiento amistoso. 

En casos que no sean de precios de transferencia o de atribución de beneficios 
a un establecimiento permanente, normalmente se invoca el convenio bilateral 
modificado o no por el Convenio Multilateral. También puede invocarse como 
base jurídica la Directiva en el ámbito de la Unión Europea. Si España no tuviera 
firmado un convenio bilateral con el país afectado, no se podría solicitar un 
procedimiento amistoso. 

2.3.1.3.  Plazo para presentar la solicitud 

El plazo general para solicitar un procedimiento amistoso es 3 años. Algunos 
convenios suscritos por España no establecen un plazo determinado, por 
ejemplo, el convenio con Brasil, Marruecos, Países Bajos, Túnez. Otros 
convenios como el de Indonesia y Filipinas fijan un plazo inferior: 2 años. Y el 
convenio con Estados Unidos prevé 5 años.  

La acción 14 del plan BEPS establece como estándar mínimo un plazo de 3 
años, lo que supone que los países que establezcan en sus convenios un plazo 
inferior habrán de modificarlo, bien a través del Convenio Multilateral o bien a 
través de negociaciones bilaterales con los correspondientes países. 

El plazo general de 3 años comienza a partir de la primera notificación de la 
acción o medida que resulta en doble imposición. En el caso de España, de 
acuerdo con el artículo 8 del Reglamento de procedimientos amistosos, el plazo 
de 3 años comenzará a partir del día siguiente al de la notificación del acto de 
liquidación tributaria o medida equivalente que ocasione o pueda ocasionar una 
imposición no conforme con las disposiciones del convenio. Cuando la 
liquidación deriva de un procedimiento inspector, habría que distinguir según que 
la liquidación derive de actas de conformidad, de disconformidad o de actas con 
acuerdo.  

En el caso de actas de conformidad, la liquidación tácita se entiende producida 
al mes de la firma de las actas, si no se notifica en ese plazo una liquidación que 
la rectifique. En el caso de las actas de disconformidad, la liquidación se entiende 
producida cuando se notifica el contribuyente el acuerdo de liquidación. Y en el 
caso de las actas con acuerdo, la liquidación se entiende notificada en el plazo 
de 10 días hábiles desde su suscripción, si no se notifica en ese plazo una 
liquidación que rectifique los errores materiales.  

El plazo de 3 años no se suspende por la presentación de recursos domésticos 
por el contribuyente. Si la liquidación ha sido objeto de impugnación a través de 
un recurso de reposición o de una reclamación económico-administrativa y la 



resolución del procedimiento de revisión confirma la liquidación, el plazo para 
presentar la solicitud de inicio del procedimiento amistoso se sigue computando 
desde la notificación de la correspondiente liquidación. 

En España, los recursos previstos por la normativa doméstica son compatibles 
con un procedimiento amistoso, aunque con carácter general, la admisión de un 
procedimiento amistoso suspende la tramitación del procedimiento económico-
administrativo ante los tribunales administrativos y la tramitación del 
procedimiento contencioso-administrativo ante los tribunales judiciales. 

2.3.1.4.  Legitimados para presentar la solicitud 

La solicitud de procedimiento amistoso se presenta por el contribuyente que ha 
soportado la imposición no conforme con el convenio. El solicitante ha de ser 
una “persona” a efectos del convenio, lo que comprende las personas físicas, las 
sociedades y cualquier otra agrupación de personas. La persona ha de ser 
residente en uno o en ambos Estados. Por ello, un establecimiento permanente, 
que no se considera persona a los efectos de los convenios, no puede solicitar 
un procedimiento amistoso conforme a un convenio bilateral5.  

2.3.1.5.  Autoridad ante la que se presenta la solicitud 

La solicitud de procedimiento amistoso se presenta ante la autoridad competente 
del Estado de residencia del solicitante, salvo que se invoque la cláusula de no 
discriminación, en cuyo caso también se puede presentar ante la autoridad 
competente del Estado de nacionalidad del solicitante.  

La Acción 14 de BEPS incorporó un estándar mínimo para que pudiera 
presentarse ante la autoridad competente de uno de los Estados afectados, 
aunque no fuera el de la residencia del solicitante. No obstante, este estándar 
mínimo no se ha incorporado a todos los convenios de España y, además, existe 
una solución alternativa que permite sustituir este estándar mínimo por una 
comunicación de la autoridad competente del Estado de residencia a la autoridad 
competente del otro Estado afectado relativa a la presentación de la solicitud de 
procedimiento amistoso. 

En el caso de España, la autoridad competente para los procedimientos 
amistosos en materia de precios de transferencia y de atribución de beneficios a 
un establecimiento permanente es la Oficina Nacional de Fiscalidad 
Internacional del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria y para el resto de los 
procedimientos amistosos es la Subdirección General de Fiscalidad 
Internacional de la Dirección General de Tributos. 

2.3.1.6.  Requisitos mínimos de la solicitud 

La solicitud de procedimiento amistoso tiene que incluir unos requisitos mínimos 
que se resumen en:  

- Identificación del solicitante y de los demás afectados por la solicitud 
- Identificación de la Administración tributaria extranjera competente 

 
5 Sin embargo, como se verá en otro capítulo, de acuerdo con el artículo 1.2. del Convenio de Arbitraje, los 

establecimientos permanentes sí pueden solicitar procedimientos amistosos si la base jurídica es el citado 

Convenio de Arbitraje. 

 



- Indicación del artículo del convenio que se considere que no se ha 
aplicado correctamente y la interpretación que el solicitante da a ese 
artículo 

- Identificación de los periodos impositivos afectados 
- Descripción detallada de los hechos y circunstancias relevantes 
- Identificación de los recursos administrativos y judiciales, en su caso, 

interpuestos 
- Indicación de si se ha presentado una solicitud con anterioridad ante 

cualquiera de las autoridades competentes implicadas 
- Indicación de si la solicitud puede afectar a un APA 
- Compromiso del solicitante a aportar la información que le sea requerida.  

A la solicitud se acompañará documentación que se estime relevante, por 
ejemplo, en el caso de ajustes por operaciones vinculadas, documentación de 
precios de transferencia. 

2.3.2. Análisis inicial de la solicitud y admisión o denegación de la misma 

Durante la fase de admisión de la solicitud de procedimiento amistoso, la 
autoridad competente podrá formular requerimientos de subsanación de errores 
o para completar la documentación aportada, así como solicitar aclaraciones 
para resolver cualquier duda.  

Cuando se presente una solicitud de procedimiento amistoso, la autoridad 
competente ante la que se ha presentado ha de llevar a cabo un análisis 
preliminar de la información y documentación presentada.  

Dicho análisis implica conocer si la solicitud se ha presentado en base a un 
convenio bilateral firmado por España, a la Directiva europea o al Convenio 
Europeo de Arbitraje. También tendrá que estudiar si existe una sanción grave 
que pudiera afectar a la tramitación del procedimiento amistoso o si la 
regularización efectuada ha implicado la aplicación de una cláusula anti-abuso 
doméstica o convencional.  

En España el plazo para este análisis es de 6 meses, considerándose el silencio 
administrativo como positivo. 

Se puede denegar el inicio del procedimiento amistoso en los siguientes 
supuestos, aunque hay que destacar que no se trata de casos tasados:  

- No exista un convenio aplicable con un artículo relativo al procedimiento 
amistoso. 

- La solicitud se haya presentado fuera del plazo regulado por el convenio. 
- La solicitud se haya presentado por una persona no legitimada. 
- Se trate de una cuestión de derecho interno y no una divergencia o 

discrepancia en la aplicación del convenio. 
- La solicitud se refiera a un procedimiento amistoso sobre el que se hubiera 

alcanzado un acuerdo entre autoridades competentes o bien sobre el que 
hubiera desistido previamente el obligado tributario. 

- No se entiendan subsanados los defectos o aportada la documentación 
requerida tras los requerimientos de subsanación y de completar la 
información. Se entiende que debe tratarse de una falta sustancial en la 
atención del requerimiento. 



Desde la modificación del Reglamento de procedimientos amistosos en 2021, ha 
desaparecido una causa de denegación “Cuando se tenga constancia de que la 
actuación del obligado tributario trataba de evitar una tributación en alguno de 
los Estados afectados”. Dicha supresión deriva de los compromisos asumidos 
en la Acción 14 de BEPS en relación con la aplicación de cláusulas anti-abuso. 

La denegación de inicio de un procedimiento amistoso puede ser recurrida ante 
los Tribunales.  

2.3.3. Instrucción del procedimiento amistoso 

En el caso de admisión de la solicitud de inicio, la autoridad competente tiene 
que ver, en primer lugar, si es capaz por sí misma de resolver la imposición no 
conforme con el convenio. Esto es el ajuste unilateral al que ser refiere el artículo 
11.3.a del Reglamento de procedimientos amistosos. 

Cuando la autoridad competente ante la que se ha presentado la solicitud de 
procedimiento amistoso no es capaz por sí misma de resolver la cuestión, le 
comunicará a la autoridad competente del otro Estado que ha admitido el inicio 
del procedimiento amistoso y comenzará la fase bilateral del procedimiento 
amistoso. 

La autoridad competente del Estado que hizo el ajuste que ha dado lugar a la 
solicitud ha de elaborar un informe de posición sobre el ajuste realizado y se lo 
trasladará a la otra autoridad competente. Este informe de posición ha de ser 
elaborado con independencia de cuál sea el Estado ante el que se haya 
presentado la solicitud de inicio y, por tanto, haya admitido dicha solicitud. 

La autoridad competente podrá solicitar la documentación y los informes que 
considere oportunos. 

Una vez que se ha remitido el informe de posición por la autoridad competente 
del Estado que hizo el ajuste y, en su caso, se ha recibido la contestación de la 
otra autoridad competente, el caso podrá ser objeto de discusión y negociación 
en las reuniones que celebran las autoridades competentes.  

En el caso de España, se celebran reuniones presenciales con los principales 
socios. Estas reuniones presenciales se combinan con reuniones por video 
conferencia o, en el caso de países con un menor inventario de casos, se 
celebran exclusivamente reuniones por video conferencia. Las reuniones por 
video conferencia se han generalizado tras la pandemia por COVID-19 y son un 
buen instrumento, pero no pueden ni deben sustituir las reuniones presenciales 
con los socios más importantes. 

2.3.4. Terminación del procedimiento amistoso 

Como se indicaba en la introducción, la causa habitual de terminación del 
procedimiento amistoso es por acuerdo bilateral entre las autoridades 
competentes. Cabe también por resolución unilateral de una autoridad 
competente si ésta es capaz de encontrar una solución sin necesidad del 
concurso de la otra autoridad competente. También puede terminar el 
procedimiento amistoso por desistimiento del solicitante en cualquier momento 
del procedimiento o porque una sentencia judicial resuelva el caso.  

En el caso más habitual de acuerdo bilateral entre autoridades competentes, el 
caso se resolverá plenamente. No obstante, el acuerdo puede resolver el caso 



también parcialmente. O incluso, el acuerdo puede ser que se está en 
desacuerdo (“agree to disagree”) y no hay solución al caso. En este último 
supuesto, si el convenio contempla una cláusula arbitral, el solicitante del 
procedimiento amistoso, una vez constatada la falta de acuerdo, puede instar la 
constitución de una comisión consultiva para que resuelva el caso. 

2.3.5.  Aceptación o renuncia del acuerdo alcanzado 

En los casos en los que se alcanza un acuerdo que resuelve totalmente (o 
incluso, parcialmente) la imposición no conforme con el convenio, se necesita la 
aceptación del obligado tributario.  

De acuerdo con el Reglamento de procedimientos amistosos (artículo 16.4), en 
el plazo de 60 días naturales desde el siguiente a la notificación del acuerdo, el 
obligado tributario podrá: 

- Aceptar el acuerdo y renunciar a su derecho a recurrir o desistir de los 
recursos pendientes que afecten a los elementos de la obligación 
tributaria que haya sido objeto del procedimiento amistoso. 

- Rechazar el acuerdo expresamente. 
- No aceptar expresamente el acuerdo en el plazo de 60 días, en cuyo caso 

se entenderá que lo rechaza. 
- No renunciar a su derecho a recurrir o no desistir en el plazo de 60 días, 

en cuyo caso se entenderá que rechaza el acuerdo. 

No cabe una aceptación de parte del acuerdo alcanzado entre autoridades 
competentes. Una aceptación parcial será tratada como un rechazo por el 
obligado tributario. Hay que considerar que las soluciones prácticas y 
pragmáticas alcanzadas en los procedimientos amistosos con un grado 
importante de controversia suelen ser el resultado de concesiones y acuerdos 
mutuos entre las partes, por lo que el procedimiento normal es el de la 
consideración holística del caso. 

En caso de rechazo del acuerdo, el obligado tributario podrá continuar con los 
recursos domésticos que tuviera pendientes. Dado que el acuerdo entre 
autoridades competentes no sienta precedente, dicho acuerdo no vinculará al 
correspondiente Tribunal económico-administrativo o contencioso-
administrativo.  

El acuerdo adquiere firmeza en la fecha de recepción de la última notificación de 
las autoridades competentes comunicando al resto de las autoridades 
competentes la aceptación del acuerdo y su renuncia de los recursos pendientes. 

Una vez que adquiere firmeza el acuerdo, éste se comunicará en el plazo de un 
mes a la Administración tributaria española competente para ejecutarlo. 

La normativa española exige la aceptación (y renuncia de los recursos 
pendientes) no solo del obligado tributario español sino también del obligado 
tributario del otro Estado. Sin embargo, hay países que no exigen tal aceptación. 
Pero en el caso de España, la firmeza del acuerdo se alcanza cuando la 
autoridad competente española recibe de la autoridad competente del otro 
Estado, la confirmación de dichas aceptaciones6 o cuando recibe la aceptación 
del propio obligado tributario (la fecha que sea posterior). 

 
6 O, en su caso, la confirmación de que tal aceptación por parte del contribuyente del otro país no es 

necesaria en ese país. 



No cabe recurso contra los acuerdos de terminación del procedimiento amistoso, 
sin perjuicio de los recursos que procedan contra el acto o actos administrativos 
que se dicten en aplicación de dichos acuerdos. La razón radica en que el 
acuerdo entre autoridades competentes es un pacto entre las Administraciones 
de dos o más Estados por lo que se enmarca en el Derecho Internacional y 
carece de sentido que contra dicho acuerdo se admitiera un recurso ante los 
tribunales domésticos de cualquiera de los Estados afectados. Sin embargo, el 
acto administrativo de denegación de inicio de un procedimiento amistoso sí 
admite recurso ante el Tribunal del Estado donde se dictó el acto de denegación. 

Como se ha apuntado anteriormente, los acuerdos alcanzados entre autoridades 
competentes no tienen la consideración de precedente, ni para el contribuyente 
ni para las Administraciones tributarias en relación con otros ajustes o cuestiones 
que puedan surgir en años posteriores o para el debate entre autoridades 
competentes respecto de las mismas o similares cuestiones referidas a 
contribuyentes distintos. 

Esta redacción o similar se incorpora en las minutas que se extienden al final de 
las reuniones bilaterales entre autoridades competentes. Se incluye también en 
las cartas de cierre del caso que se intercambian las autoridades competentes, 
en las comunicaciones del acuerdo alcanzado a los obligados tributarios 
afectados y en la comunicación del acuerdo que se envía a las oficinas 
competentes para su ejecución. 

2.3.6. Ejecución del acuerdo 

Cuando exista una liquidación previa practicada por la Administración tributaria 
española en relación con la misma obligación tributaria objeto del procedimiento 
amistoso, la ejecución del acuerdo del procedimiento amistoso determinará la 
confirmación, modificación o, en su caso, anulación de dicha liquidación. 

En otros casos, la ejecución del acuerdo se realizará mediante la práctica de una 
liquidación por periodo impositivo objeto del procedimiento amistoso y aplicando 
la normativa vigente en cada uno de esos periodos. Se contempla en el 
Reglamento de procedimientos amistosos la posibilidad de dictar un único acto 
en el que se incluyan todas las liquidaciones derivadas del procedimiento 
amistoso, para que la cantidad resultante se determine mediante la suma 
algebraica de dichas liquidaciones. 

El acuerdo podrá ser ejecutado incluso si ha prescrito la acción liquidadora de la 
Administración tributaria o la acción del obligado tributario para la devolución de 
los ingresos indebidos. Este principio general puede tener excepciones en 
determinados convenios bilaterales antiguos donde no se incluya el segundo 
inciso del artículo 25 apartado 2 del MC OCDE. Por ejemplo, los convenios de 
España con Brasil y Países Bajos. 

Mención especial merece el convenio de España con Suiza donde la ejecución 
del acuerdo ha de realizarse antes de transcurridos 7 años desde la notificación 
de la liquidación administrativa. 

2.3.7. Arbitraje 
2.3.7.1.  Convenios de España con cláusula de arbitraje 

El apartado 5 del artículo 25, que incluye la cláusula de arbitraje, se incorporó 
por la OCDE en 2008. Hasta entonces, pocos convenios bilaterales tenían una 



cláusula de arbitraje. Como excepción, el Convenio Europeo de Arbitraje, que 
aplica a casos de precios de transferencia y de atribución de beneficios a 
establecimientos permanentes, incorpora una cláusula de arbitraje desde 1990. 

España tiene una posición favorable a la inclusión del arbitraje en sus convenios. 
No obstante, los países de Latinoamérica, India y China se han manifestado 
expresamente en contra del arbitraje, por lo que no es previsible que los 
convenios de España con estos países incorporen la cláusula de arbitraje en el 
futuro próximo.  

Los primeros convenios bilaterales de España con cláusula de arbitraje fueron 
con Suiza7 y Reino Unido8. El convenio vigente con Estados Unidos9, en vigor 
desde el 27 de noviembre de 2019, también incorpora cláusula de arbitraje, así 
como el convenio vigente con Japón10, en vigor desde el 1 de mayo de 2021.  

El Convenio Multilateral también ha supuesto la incorporación del arbitraje a los 
convenios con Canadá, Australia, Nueva Zelanda, y varios países europeos, 
entre otros. También el convenio con Reino Unido (a partir de junio de 2022) se 
encuentra modificado por el Convenio Multilateral. En la página web del 
Ministerio de Hacienda se publica un documento actualizado con los convenios 
y las fechas de modificación como consecuencia del Convenio Multilateral.  

El arbitraje se refiere sólo a las cuestiones no resueltas por las autoridades 
competentes, es decir no se someten a arbitraje todas las cuestiones (resueltas 
y no resueltas) sino solo las irresolutas. 

El arbitraje sólo está previsto para los procedimientos amistosos sobre casos 
específicos (los del artículo 25 apartados 1 y 2 del MCOCDE) y no para los 
procedimientos amistosos previstos en el artículo 25 apartado 3. 

2.3.7.2.  Tipo de arbitraje 

El arbitraje previsto es obligatorio, es decir, aun cuando una o todas las 
autoridades competentes no estén de acuerdo con su inicio, el arbitraje se 
iniciará cuando lo inste el obligado tributario. Esta situación es distinta al arbitraje 
voluntario previsto en alguno de los antiguos tratados de Estados Unidos (no con 
España), en los que el arbitraje se iniciaba sólo si ambas autoridades 
competentes estaban de acuerdo con ello. 

 
7 Protocolo entre el Reino de España y la Confederación Suiza que modifica el Convenio para evitar la 

doble imposición en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio firmado en Berna el 26 de 

abril de 1966, y su Protocolo, modificados por el Protocolo firmado en Madrid el 29 de junio de 2006, 

hecho en Madrid el 27 de julio de 2011. (BOE de 11 de junio de 2013) 
8 Convenio entre el Reino de España y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte para evitar la 

doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio 

y su Protocolo, hechos en Londres el 14 de marzo de 2013. (BOE de 15 de mayo de 2014) 
9 Protocolo y su Memorando de entendimiento, hechos en Madrid el 14 de enero de 2013, que modifican 

el Convenio entre el Reino de España y los Estados Unidos de América para evitar la doble imposición y 

prevenir la evasión fiscal respecto de los impuestos sobre la renta, y su Protocolo, firmado en Madrid el 22 

de febrero de 1990. (BOE de 23 de octubre de 2019) 
10 Convenio entre el Reino de España y Japón para eliminar la doble imposición en relación con los 

impuestos sobre la renta y prevenir la elusión y evasión fiscales y su Protocolo, hecho en Madrid el 16 de 

octubre de 2018. Convenio entre el Reino de España y Japón para eliminar la doble imposición en relación 

con los impuestos sobre la renta y prevenir la elusión y evasión fiscales y su Protocolo, hecho en Madrid el 

26 de febrero de 2021. 

 

 



El arbitraje previsto es vinculante. Es decir, una vez emitida la decisión arbitral, 
ésta es vinculante para las autoridades competentes, si no alcanzan otro acuerdo 
entre ellas. Este es un matiz importante. 

El arbitraje forma parte del procedimiento amistoso. No se trata de un recurso 
alternativo o adicional al procedimiento amistoso. Es decir, si las autoridades 
competentes alcanzan un acuerdo sobre todas las cuestiones, no se pasa a la 
fase arbitral, aun cuando el contribuyente no esté de acuerdo con el acuerdo 
alcanzado.  

2.3.7.3.  Plazo para solicitar arbitraje 

Con carácter general, el plazo para solicitar el arbitraje es 2 años desde que 
estaba a disposición de las autoridades competentes toda la información para 
conocer el caso. En el caso del convenio bilateral con Suiza se prevén 3 años. 

2.3.7.4.  Compatibilidad del arbitraje con los recursos domésticos 

El Convenio Multilateral contempla la posibilidad de un procedimiento arbitral y 
un procedimiento judicial, dado que exige el desistimiento o renuncia de los 
recursos pendientes para poder considerar aceptada la decisión arbitral.  

El convenio de España con Suiza no contempla la compatibilidad del 
procedimiento arbitral con los procedimientos administrativos o judiciales, dado 
que establece que no podrá presentarse una solicitud de arbitraje cuando se 
pueda ejercer el derecho de recurso o cuando un tribunal u organismo 
administrativo ya se hayan pronunciado previamente.  

En el mismo sentido, el convenio de España con el Reino Unido (para solicitudes 
de procedimiento amistoso presentadas antes de junio de 2022) y el convenio 
de España con Japón. El convenio de España con los Estados Unidos de 
América no indica nada al respecto. 

2.3.7.5.  Casos excluidos de la comisión arbitral 

En el Convenio Multilateral, España se ha reservado la posibilidad de poder 
excluir el arbitraje: 

- Cuando un órgano judicial o administrativo de España o del otro Estado 
se hayan pronunciado previamente sobre la cuestión, antes de la solicitud 
de arbitraje o en un momento posterior pero antes de la emisión del 
dictamen arbitral. 

- Casos que conlleven la aplicación de normas anti-abuso. 
- Casos en los que se dé una conducta por la que una persona 

directamente afectada por el asunto haya sido objeto, mediante resolución 
definitiva resultante de un procedimiento judicial o administrativo de una 
sanción por fraude fiscal, incumplimiento doloso o negligencia grave. 

- Casos de precios de transferencia que comprendan elementos de renta o 
patrimonio que no estén sujetos a impuestos en una jurisdicción, ya sea 
porque no estén incluidos en la base imponible de esa jurisdicción o 
porque estén exentos o se les aplica un tipo impositivo cero, siempre que 
la legislación fiscal de ese Estado prevea ese régimen específicamente 
para esos elementos de renta o del patrimonio. 

- Casos en los que puedan optar por el arbitraje según lo dispuesto en el 
Convenio Europeo de Arbitraje. 



- Casos que las autoridades competentes de ambas jurisdicciones 
convengan que no sean adecuados para su resolución mediante arbitraje. 
Dicho acuerdo debe alcanzarse antes de la fecha en la que, en otro caso, 
se hubiera iniciado el procedimiento arbitral y se le notificará a la persona 
que presente el caso. 

El convenio de España con Suiza indica que no podrá someterse a arbitraje un 
caso: 

- Cuando se pueda ejercer aún derecho de recurso, en virtud de la 
legislación interna de cualquiera de los Estados, ante los tribunales u 
organismos administrativos de ese Estado para que se pronuncien sobre 
esas cuestiones. 

- Cuando un tribunal u organismo administrativo se haya pronunciado 
previamente sobre las mismas. 

El convenio de España con Reino Unido prevé (para solicitudes de procedimiento 
amistoso anteriores a junio de 2022) que no podrá remitirse a arbitraje: 

- Cuando una persona esté legitimada a que los tribunales u órganos 
administrativos se pronuncien sobre las cuestiones irresolutas. 

- Cuando dichos tribunales u órganos administrativos se hayan 
pronunciado. 

- Cuando el caso se haya presentado ante cualquiera de las autoridades 
competentes en base al Convenio Europeo de Arbitraje. 

El convenio de España con Estados Unidos establece que no se tratará en 
arbitraje: 

- Un caso respecto del que ambas autoridades competentes estén de 
acuerdo, antes de la fecha en que hubiera debido iniciarse el 
procedimiento arbitral, en que se trata de un caso inapropiado para su 
resolución mediante arbitraje. 

- Un caso respecto del que los tribunales judiciales o administrativos de 
cualquiera de los Estados se han pronunciado. 

- Un caso que entrañe la determinación de la residencia de una sociedad 
en virtud del artículo 4 apartado 3 (residencia) 

El convenio de España con Japón indica que no procederá arbitraje respecto a: 

- Casos en los que resulte de aplicación el artículo 4 apartado 3 (residencia) 
- Casos que entrañen la aplicación del artículo 28 apartado 9 (cláusula anti-

abuso convenida) 
- Casos que entrañen la aplicación de normas generales anti-abuso 

contenidas en la Ley General Tributaria (artículo 15, 16 y cualquier otra 
posterior que la sustituya, modifique o actualice) y la aplicación de 
disposiciones del derecho japonés que persigan los mismos objetivos.  

- Casos en los que se dé una conducta por la que una persona 
directamente afectada por el asunto haya sido objeto, mediante resolución 
definitiva resultante de un procedimiento judicial o administrativo de una 
sanción por fraude fiscal, incumplimiento doloso o negligencia grave. 

- Casos de precios de transferencia que comprendan elementos de renta 
no gravados en un Estado por estar excluidos de la base imponible en ese 
Estado o sujetos a exención o tipo cero, siempre que la legislación fiscal 



de ese Estado prevea ese régimen específicamente para esos elementos 
de renta. 

- Casos que las autoridades competentes hayan convenido en que no son 
aceptables para su resolución mediante arbitraje y hayan notificado a la 
persona que presentó el caso.  

2.3.7.6.  Tipos de decisión arbitral 

Hay varios posibles tipos de decisión arbitral: 

- Dictamen independiente en el que los árbitros se pronuncian sobre el 
caso, con independencia de lo que hayan considerado las autoridades 
competentes en la fase anterior. 

- Última mejor oferta (“cláusula baseball”11). Las autoridades competentes 
hacen, cada una, una oferta final y los árbitros tienen que optar por una 
de ellas. 

Los convenios modificados por el Convenio Multilateral prevén que la decisión 
se adopte conforme a la mejor última oferta presentada y dicha decisión no 
incluirá motivación alguna u otra explicación de su decisión. Se adoptará la 
decisión por mayoría simple.  

Los convenios de España con Suiza, Estados Unidos y Japón no se refieren al 
tipo de decisión arbitral. El convenio de España con Reino Unido (aplicable para 
procedimientos amistosos solicitados hasta junio de 2022) tampoco se refiere al 
tipo de decisión arbitral pero el Memorándum de entendimiento, en su apartado 
15, prevé que la decisión se adopte por dictamen. 

2.3.7.7.  Constitución de la comisión arbitral 

Respecto a la constitución de la comisión arbitral, el Convenio Multilateral prevé 
3 árbitros: uno designado por cada una de las autoridades competentes y el 
presidente designado de común acuerdo por los otros dos árbitros. El presidente 
no será nacional ni residente de ninguna de las dos jurisdicciones. Se decanta 
por expertos independientes, exigiéndose que sean personas físicas con 
conocimientos o experiencia en cuestiones fiscales internacionales. 

El artículo 25 apartado 5 del convenio de España con Suiza no ha sido objeto de 
desarrollo, por lo que, aunque se hace referencia a los miembros de la comisión 
consultiva, no se indica nada sobre su constitución. 

El artículo 25 apartado 5 del convenio de España con Reino Unido (aplicable 
para procedimientos amistosos solicitados hasta junio de 2022) tampoco indica 
nada sobre la constitución de la comisión consultiva. No obstante, el 
Memorándum de entendimiento en su apartado 5 establece que cada autoridad 
competente designará un miembro de la comisión consultiva y que estos 
miembros elegirán un tercer miembro que actuará como Presidente. Se puede 
designar como árbitro a cualquier persona, incluidos los funcionarios de 
Administración tributaria, siempre que no hubieran intervenido en las fases 
anteriores del caso. Asimismo, se prevé un procedimiento arbitral abreviado con 
designación de un único árbitro. 

 
11 Se denomina así porque su origen se remonta al sistema de arbitraje salarial de las grandes ligas de béisbol 

en Estados Unidos. El sistema incentiva a que ambas partes sean razonables en sus propuestas, ya que, si 

una de ellas presenta una oferta extrema o poco realista, corre el riesgo de que los árbitros elijan la propuesta 

contraria. 



El artículo 26 apartados 5 y 6 del convenio de España con Estados Unidos de 
América tampoco indica nada sobre la constitución de la comisión consultiva. No 
obstante, se prevé que las autoridades competentes puedan acordar por escrito 
cualesquiera otras normas y procedimientos necesarios. Hasta la fecha dicho 
acuerdo no se ha producido. 

El convenio de España con Japón prevé que la comisión arbitral estará 
compuesta por tres personas físicas con conocimientos o experiencia en 
cuestiones fiscales internacionales. Cada autoridad competente designará a un 
miembro de la comisión arbitral. Los dos miembros así designados nombrarán 
un tercer miembro que ejercerá como presidente de la comisión arbitral. El 
presidente no será nacional ni residente ni de España ni de  Japón. 

2.3.7.8. Incompatibilidades de los árbitros 

El Convenio Multilateral prevé que los árbitros serán imparciales e 
independientes de las autoridades competentes, de las Administraciones 
Tributarias y de los Ministerios de Finanzas de las correspondientes 
jurisdicciones, así como de todas las personas directamente afectadas por el 
caso y sus asesores. 

En iguales términos se pronuncia el convenio de España con Japón. No 
obstante, los convenios de España con Suiza y con los Estados Unidos de 
América guardan silencio sobre esta cuestión. El convenio de España con Reino 
Unido (para los procedimientos amistosos solicitados hasta junio de 2022) 
permite, como se indicó anteriormente, que los árbitros pudieran pertenecer a la 
Administración tributaria. 

2.3.7.9.  Plazo para emitir la decisión por la comisión arbitral 

El Convenio Multilateral y los convenios de España con Suiza, Estados Unidos 
de América y Japón no establecen ningún plazo. El apartado 16 del 
Memorándum de Entendimiento que desarrolla el artículo 25 apartado 5 del 
convenio entre España y Reino Unido (para los procedimientos amistosos 
solicitados hasta junio de 2022) establece un plazo de 6 meses desde que se ha 
recibido toda la información necesaria por la comisión arbitral, previéndose la 
posible extensión del plazo otros 6 meses. 

No obstante, el Convenio Multilateral sí prevé un plazo de 3 meses desde que 
se notificó la decisión arbitral para que las autoridades competentes puedan 
acordar una solución diferente. 

2.3.7.10. Adopción de decisión arbitral y posible publicación 

Una vez adoptado el acuerdo por las autoridades competentes asumiendo la 
decisión de la comisión arbitral, este acuerdo deberá ser aceptado o rechazado 
por los contribuyentes afectados.  

La decisión arbitral puede ser objeto de publicación garantizando la 
confidencialidad de la información.  

2.3.7.11. No precedente de la decisión arbitral 

El Convenio Multilateral establece que la decisión arbitral no tendrá valor como 
precedente. En este apartado conviene hacer referencia a lo que se indicó sobre 
los acuerdos entre autoridades competentes que tampoco sientan precedente. 

2.3.7.12. Recursos contra la decisión arbitral 



El Convenio Multilateral indica que la decisión arbitral puede declararse nula por 
sentencia firme, lo cual supone que puede ser recurrida. 

Solo el convenio entre España y Japón prevé implícitamente en su artículo 25 
apartado 8 la posibilidad de recurso al indicar que la decisión arbitral no será 
vinculante para ambos Estados si los tribunales de uno de ellos consideran nula 
la decisión arbitral mediante sentencia firme. 

3. Directiva europea de resolución de litigios fiscales 
3.1. Antecedentes 

El primer antecedente de la Directiva se encuentra en la propuesta de 1976 de 
la Comisión Europea de una Directiva para eliminar la doble imposición en el 
caso de transferencias de beneficios entre empresas asociadas en diferentes 
Estados miembros (Diario Oficial C 301 de 21 de diciembre de 1976) y el Libro 
Blanco de 1985 sobre la finalización del mercado interior.  

Anteriormente, la Comisión Europea había propuesto, en julio de 1968, la 
adopción de un tratado multilateral entre los Estados miembros para evitar la 
doble imposición sobre la renta y el capital. 

La propuesta de Directiva de 1976 surgió como respuesta al posible incremento 
de casos de doble imposición que se preveía como consecuencia de la 
aprobación de la Directiva 77/799, de 19 de diciembre de 1977, relativa a la 
asistencia mutua entre las autoridades competentes en el ámbito de los 
impuestos directos. Resulta llamativo que, al igual que sucedió con la aprobación 
del Plan BEPS, los avances en la lucha contra la elusión y la evasión fiscal vayan 
siempre de la mano con mejoras en los procedimientos amistosos, por el temor 
al incremento de casos de doble imposición que puedan producirse.  

A pesar de las bondades de la propuesta de Directiva, ésta no se consiguió 
aprobar. Hay que recordar que con excepción de la Directiva 77/799 sobre 
asistencia mutua, las primeras Directivas en materia de fiscalidad directa se 
aprueban en 1990. 

El 17 de junio de 2015, la Comisión Europea presentó una Comunicación al 
Parlamento Europeo y al Consejo sobre un impuesto sobre sociedades justo y 
eficaz en la Unión Europea: 5 ámbitos clave12.  Dentro del tercer ámbito clave se 
incluyó la mejora de los mecanismos de resolución de litigios para eliminar la 
doble imposición. En la Comunicación, la Comisión Europea avanzaba que 
presentaría una propuesta de Directiva ampliando el ámbito objetivo del 
Convenio de Arbitraje. 

El 25 de octubre de 2016, la Comisión Europea presentó un paquete de 
propuestas de Directivas, que incluía la propuesta de Directiva para una base 
imponible común y consolidada del Impuesto sobre sociedades (BICCIS), la 
propuesta anti-elusión (ATAD) y la propuesta de Directiva de resolución de litigios 
de doble imposición. 

La Comisión Europea consideró que la propuesta de resolución de litigios 
fiscales complementaba la propuesta sobre la BICCIS. Considerando que la 
consolidación de las operaciones dentro del grupo constituye sólo la segunda 
fase del enfoque de la BICCIS, seguirían siendo necesarios los mecanismos de 

 
12 COM(2015) 302. 



resolución de litigios. Además, no todas las sociedades entrarían dentro del 
ámbito de aplicación obligatorio de la BICCIS, por lo que cabría esperar que, 
incluso después de su adopción, siguieran planteándose litigios por doble 
imposición para cuya resolución deberían establecerse mecanismos apropiados.  

En efecto, la propuesta de Directiva 2016/0338 (CNS) relativa a los mecanismos 
de resolución de los litigios de doble imposición en la Unión Europea tenía como 
objetivos:  

- Establecer la obligación de eliminar la doble imposición. 
- Permitir el recurso a los tribunales domésticos cuando el procedimiento 

amistoso quedaba bloqueado. 
- Establecer un plazo de 15 meses para poder acudir a la comisión arbitral. 
- Ampliar el ámbito objetivo más allá de los precios de transferencia y de la 

atribución de beneficios a los establecimientos permanentes. 
- Establecer requisitos de transparencia. 

La base jurídica utilizada fue el artículo 115 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea. La propia propuesta de Directiva justifica el cumplimiento de los 
principios de subsidiariedad y proporcionalidad. En cuanto al principio de 
subsidiariedad, la Comisión Europea indica que, aunque ya existen mecanismos 
de resolución de litigios de doble imposición importantes, las deficiencias 
detectadas, como las denegaciones de acceso o la duración de los 
procedimientos, sólo se subsanarán efectivamente si son abordadas y 
acordadas mutuamente por los Estados miembros. Asimismo, la propuesta de 
Directiva menciona la seguridad jurídica y hay que recordar que ésta fue la 
prioridad de la Presidencia alemana del G20 en el segundo semestre de 2016. A 
este respecto, la propuesta menciona que establece claramente una obligación 
de resultado y garantiza la puesta en práctica de las decisiones adoptadas.  

La propuesta de Directiva se tramitó muy rápidamente en el grupo técnico del 
Consejo. Los debates comenzaron en enero de 2017 y se alcanzó un acuerdo 
político en el Consejo ECOFIN en mayo de 2017, es decir, en sólo 5 meses, lo 
cual supone un tiempo récord para una Directiva en materia fiscal.  

La Directiva fue formalmente adoptada por el Consejo en octubre de 2017 
(Directiva (UE) 2017/1852 del Consejo, de 10 de octubre de 2017, relativa a los 
mecanismos de resolución de litigios fiscales en la Unión Europea13), debiendo 
ser transpuesta a los ordenamientos internos antes de 1 de julio de 2019. 

3.2.  PRINCIPALES NOVEDADES INTRODUCIDAS POR LA DIRECTIVA 

Es importante destacar que la Directiva exige que exista un acuerdo o convenio 
para evitar la doble imposición. Es decir, en el caso actual de España y 
Dinamarca en el que Dinamarca denunció en 2008 el convenio para evitar la 
doble imposición con España, no puede aplicarse la Directiva, y por tanto, no 
existe cláusula de arbitraje para los casos no incluidos en el Convenio Europeo 
de Arbitraje. 

La Directiva evidentemente aplica a los procedimientos amistosos que surjan 
entre los Estados miembros de la Unión Europea. 

Las principales novedades de la Directiva son: 

 
13 DO L 265 de 14.10.2017, p. 1. 



- La ampliación de su ámbito objetivo a todos los casos que surjan de la 
interpretación de los acuerdos y convenios para evitar la doble imposición 
de la renta y en su caso del patrimonio. Es decir, se amplía el ámbito 
objetivo del Convenio Europeo de Arbitraje que se circunscribía a los 
casos de precios de transferencia y de atribución de beneficios a 
establecimientos permanentes. 

- La Directiva establece la prioridad del procedimiento amistoso solicitado 
en base a la Directiva respecto a los anteriormente solicitados en base al 
Convenio de Arbitraje o al correspondiente convenio para evitar la doble 
imposición, de tal manera que estos últimos concluirán cuando se reciba 
la solicitud en base a la Directiva (artículo 16 apartado 5). 

- Se establece un mecanismo obligatorio de resolución en caso de que no 
se alcance un acuerdo entre las autoridades competentes. Dicho 
mecanismo de resolución consiste en una comisión consultiva o en un 
mecanismo alternativo. 

- Salvo que se trate de un particular o una PYME, las solicitudes de 
procedimiento amistoso se presentarán simultáneamente ante las 
autoridades competentes de los Estados afectados y no sólo ante su 
Estado de residencia, como prevé el Convenio de Arbitraje. Con ello, se 
pretende evitar problemas de denegación de la solicitud de procedimiento 
amistoso sin siquiera conocimiento de la otra autoridad competente. 

- Las autoridades competentes de los Estados afectados adoptarán una 
decisión sobre la aceptación o desestimación de la solicitud en el plazo 
de 6 meses e informarán sin dilación de su decisión a la persona afectada 
y a las autoridades competentes de los otros Estados. Si alguna autoridad 
competente no adopta la decisión en el plazo de 6 meses, se considerará 
que acepta la solicitud (es decir, opera como silencio positivo). 

- El acceso a la comisión consultiva se prevé también en caso de 
denegación por parte de una autoridad competente del acceso al 
procedimiento amistoso. Pero, si ambas autoridades competentes 
deniegan de manera firme el acceso al procedimiento amistoso, no cabe 
acudir a la comisión arbitral. 

- Las autoridades competentes deberán alcanzar un acuerdo en el plazo de 
2 años desde la fecha de notificación de la última decisión de admisión de 
la solicitud. No obstante, se prevé que dicho plazo pueda prorrogarse un 
año más, es decir 3 años en total, a petición de una autoridad competente 
si lo justifica por escrito. En todo caso, las autoridades competentes de 
los Estados afectados deberán informar del acuerdo o no acuerdo, 
indicando en este último caso los motivos de la imposibilidad de alcanzar 
un acuerdo. 

- La comisión consultiva creada tiene seis meses desde su constitución 
para emitir un dictamen, aunque puede prorrogarse dicho plazo 3 meses 
más. El dictamen se adoptará por mayoría simple de sus miembros. Es 
decir, la Directiva no prevé la resolución en base a la última mejor oferta 
presentada (“cláusula baseball”). 

- Es muy importante que la Directiva prevé que en caso de no constitución 
de la comisión consultiva en el plazo previsto (artículo 7 apartado 1), de 
no nombramiento de las personas independientes o de sus suplentes 
(artículo 7 apartado 1), de no notificación a la persona afectada de las 



normas de funcionamiento14 (artículo 11 apartado 4), de no notificación a 
la persona afectada de la decisión de la comisión consultiva (artículo 15 
apartado 3), o cuando no se haya ejecutado la decisión de la comisión 
consultiva (artículo 15 apartado 4), la persona afectada pueda acudir a los 
tribunales domésticos. Se trata de una importante novedad respecto al 
Convenio de Arbitraje que no establece mecanismos de defensa ante la 
inacción de las autoridades competentes. 

- La comisión consultiva estará formada por un presidente, un 
representante de cada una de las autoridades competentes (aunque 
podrían llegar a ser 2) y una personalidad independiente (que también 
podrían llegar a ser 2) elegida a partir de una lista que habrán elaborado 
previamente cada una de las autoridades competentes. 

- La Directiva prevé la existencia de una comisión alternativa de resolución 
de litigios para conseguir mayor flexibilidad en el funcionamiento del 
nuevo mecanismo de resolución de litigios. Por ejemplo, dicha comisión 
alternativa podría no resolver en base a un dictamen independiente sino 
en base a la última mejor oferta presentada. Incluso cabría la creación de 
una comisión de carácter permanente, en lugar de una comisión 
consultiva creada ad hoc para cada caso sometido a arbitraje. Esta 
comisión alternativa está siendo objeto de regulación. 

- La Directiva establece que las autoridades competentes podrán apartarse 
de la decisión adoptada por la comisión consultiva o por la comisión 
alternativa, siempre que resuelvan la cuestión en litigio. 

- La Directiva prevé la publicación íntegra del dictamen de la comisión 
consultiva o de la comisión alternativa o, en caso de oposición por las 
autoridades competentes o por las personas afectadas a dicha 
publicación íntegra, la publicación de un resumen de dicho dictamen. La 
Comisión Europea ha hecho público un formulario normalizado para dicha 
publicación15. La Comisión mantendrá un repertorio central en el que se 
archivará y se podrá consultar en línea la información sobre los 
dictámenes emitidos. 

- La Directiva prevé en su artículo 17 unas disposiciones especiales para 
particulares y PYMES. Básicamente, consisten en que no están obligados 
a presentar la solicitud de procedimiento amistoso, ni la información 
adicional que se pueda requerir, ante todas las autoridades competentes 
afectadas sino sólo ante la autoridad competente de su Estado de 
residencia. No obstante, se considera fecha de presentación aquella en 
que la autoridad inicialmente receptora la haya comunicado a todas las 
demás autoridades competentes afectadas. 

 
14 La Comisión Europea ha hecho público unas normas de funcionamiento supletorias en caso de que las 

autoridades competentes no las aprueben. REGLAMENTO DE EJECUCIÓN (UE) 2019/652 DE LA 

COMISIÓN de 24 de abril de 2019 por el que se establecen las normas de funcionamiento estándar de la 

comisión consultiva o la comisión de resolución alternativa de litigios y un formulario normalizado para la 

comunicación de información relativa a la publicidad de la decisión definitiva con arreglo a la Directiva 

(UE) 2017/1852 del Consejo. 

15 REGLAMENTO DE EJECUCIÓN (UE) 2019/652 DE LA COMISIÓN de 24 de abril de 2019 por el 

que se establecen las normas de funcionamiento estándar de la comisión consultiva o la comisión de 

resolución alternativa de litigios y un formulario normalizado para la comunicación de información relativa 

a la publicidad de la decisión definitiva con arreglo a la Directiva (UE) 2017/1852 del Consejo. 

 



- Por último, cabe indicar que la Directiva se aplicará a las solicitudes 
presentadas a partir del 1 de julio de 2019, respecto de las cuestiones en 
litigio referentes a rentas o patrimonio obtenidos en un ejercicio fiscal que 
se haya iniciado a partir del 1 de enero de 2018.  

La Directiva ha sido transpuesta en su totalidad en España mediante el Real 
Decreto-Ley 3/2020, de 4 de febrero, que entró en vigor el 6 de febrero de 2020 
y el Real Decreto 399/2021, de 8 de junio, que entró en vigor 10 de junio de 2021. 
Asimismo, el Real Decreto 1171/2023, de 27 de diciembre, ha modificado el 
Reglamento de procedimientos amistosos, para recoger la obligación de que las 
autoridades competentes comuniquen las causas de terminación del 
procedimiento amistoso a las demás autoridades competentes de los Estados 
miembros afectados, completando así la adecuada transposición de la Directiva 
(UE) 2017/1852 del Consejo, de 10 de octubre de 2017, relativa a los 
mecanismos de resolución de litigios fiscales en la Unión Europea. 

Los procedimientos amistosos tramitados al amparo de la Directiva, en España, 
están regulados en el Título IV del Reglamento de procedimientos amistosos. 

En general, la Directiva se aplica a las solicitudes que se hayan presentado a 
partir del 1 de julio de 2019 y se refieran a periodos impositivos iniciados a partir 
del 1 de enero de 2018. 

No obstante, la Disposición transitoria única del Reglamento prevé que cuando 
la solicitud se haya presentado a partir del 1 de julio de 2019 y la cuestión objeto 
del procedimiento amistoso incluya rentas o patrimonio obtenidos antes y 
después del 1 de enero de 2018, las autoridades competentes afectadas pueden 
acordar aplicar la Directiva a periodos impositivos anteriores caso por caso, si en 
el convenio o tratado internacional aplicable estuviera previsto el arbitraje. 

3.3.  TRAMITACIÓN DE UN PROCEDIMIENTO AMISTOSO EN BASE A LA 
DIRECTIVA 

En este apartado vamos a hacer referencia la tramitación de un procedimiento 
amistoso en base a la Directiva, siguiendo la misma estructura que en el 
apartado dedicado al convenio fiscal y señalando las diferencias que se 
producen respecto de la tramitación en base a un convenio fiscal. 

3.3.1. Solicitud de inicio de un procedimiento amistoso 
3.3.1.1.  Acción de una Administración tributaria 

Lo comentado en el apartado relativo a la existencia de una acción por parte de 
la Administración tributaria española o de otro Estado (en este caso de la Unión 
Europea) aplica también a las solicitudes en base a la Directiva. 

3.3.1.2.  Plazo para presentar la solicitud 

La Directiva prevé un plazo de 3 años y este plazo se recoge en el artículo 38 
del Reglamento de procedimientos amistosos. Dicho plazo empieza a contarse 
de la misma forma que en los procedimientos amistosos en base a un convenio 
fiscal. 

3.3.1.3.  Legitimados para presentar la solicitud 

La Directiva exige que sea una persona residente en un Estado de la Unión 
Europea, remitiéndose al concepto de residencia a los efectos del 



correspondiente convenio fiscal, por lo que lo dicho en el apartado relativo a los 
procedimientos amistosos en base a un convenio fiscal resulta aplicable. 

3.3.1.4.  Autoridad ante la que se presenta la solicitud 

Salvo que el solicitante sea un particular o una PYME en el sentido de la 
Directiva16, la solicitud ha de presentarse ante las distintas autoridades 
competentes en cada uno de los Estados miembros afectados. Esto ha generado 
distinta interpretación por parte de algunos Estados miembros que entienden que 
en un caso, por ejemplo, de precios de transferencia que implique a dos 
entidades vinculadas, la solicitud ha de ser presentada por cada entidad 
vinculada en cada Estado miembro afectado, es decir, un total de 4 solicitudes 
de inicio, mientras que otros Estados interpretan que basta con la presentación 
de 2 solicitudes de inicio, una por entidad vinculada ante su Estado de residencia, 
ya que de esta manera se garantiza el conocimiento por ambas autoridades 
competentes de la solicitud de inicio de un procedimiento amistoso y se evitan 
excesivas cargas administrativas para los contribuyentes. 

Las autoridades competentes en España son las indicadas en el apartado 
relativo a los procedimientos amistosos en base a un convenio fiscal. 

3.3.1.5.  Requisitos mínimos de la solicitud 

La solicitud ha de cumplir los mismos requisitos que en el caso de los 
procedimientos amistosos en base a un convenio fiscal. 

Cabe reiterar que la presentación de una solicitud de inicio en base a la Directiva 
impide la presentación de una solicitud de inicio en base a un convenio fiscal o 
al Convenio de Arbitraje. O en el caso de que se estuviera tramitando un 
procedimiento amistoso en base a un convenio fiscal o en base al Convenio de 
Arbitraje y se presentara, posteriormente, una solicitud de inicio en base a la 
Directiva, el primer procedimiento amistoso finalizaría y continuaría la tramitación 
en base a la Directiva. 

3.3.2. Análisis inicial de la solicitud y admisión o denegación de la misma 

La autoridad competente tiene un plazo de 6 meses para analizar la solicitud. Si 
no se pronuncia, opera el silencio positivo. Puede realizar requerimientos de 
subsanación y mejora y la información requerida deberá ser enviada 
simultáneamente a ambas autoridades competentes (salvo que se trate de un 
particular o una PYME, que contestarán a la autoridad competente del Estado 
de su residencia) 

Las causas, no tasadas, de denegación son las mismas que en los 
procedimientos amistosos en base a un convenio fiscal. 

La denegación de inicio de un procedimiento amistoso puede ser también 
recurrida ante los Tribunales. Pero en el caso de procedimientos amistosos 
amparados por la Directiva, si la denegación de la solicitud ha sido solo en un 
Estado y el otro Estado la ha admitido, el contribuyente puede instar la 
constitución de una comisión arbitral que decidirá sobre la admisión o no del 
inicio del procedimiento amistoso en el plazo de 6 meses desde su constitución. 

3.3.3. Instrucción del procedimiento amistoso 

 
16 No sea una empresa grande y no forme parte de un grupo grande, de acuerdo con el artículo 3, apartados 

4 y 7, de la Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de junio de 2013. 



La instrucción de un procedimiento amistoso en base a la Directiva es similar a 
la de un procedimiento amistoso en base a un convenio fiscal, si bien en caso de 
requerimiento por parte de alguna autoridad competente, el contribuyente ha de 
enviar simultáneamente la información requerida a las autoridades competentes 
de todos los Estados miembros afectados. 

3.3.4. Terminación del procedimiento amistoso 

El artículo 52 del Reglamento de procedimientos amistosos indica las causas de 
terminación:  

- Por desistimiento de la persona que solicitó el inicio del procedimiento 
amistoso. 

- Por inexistencia o desaparición de la cuestión objeto del procedimiento. 
- Por falta de atención reiterada, por parte del obligado tributario, de los 

requerimientos de información adicional durante el procedimiento 
amistoso realizados por cualquiera de la autoridad competente de 
cualquiera de los Estados afectados. Dicha terminación será previa 
consulta con la autoridad competente de los otros Estados. 

- Por sentencia firme de un tribunal español o por cualquier otra decisión 
equivalente de un Tribunal de otro Estado afectado, siempre que: 1.ª Que 
dicha sentencia o decisión equivalente se refiera a los elementos de la 
obligación tributaria que hayan sido objeto del procedimiento amistoso; y 
2.ª Que, en virtud del Derecho nacional del Estado cuyos tribunales han 
dictado la sentencia o decisión equivalente, la autoridad competente 
quede vinculada por dicha decisión. 

- Por acuerdo de la autoridad competente española cuando considere que 
la solicitud es fundada y puede por sí misma encontrar una solución de 
conformidad. 

- Por acuerdo entre las autoridades competentes de los Estados miembros. 

Las autoridades competentes notificarán a las demás autoridades competentes 
de los Estados miembros afectados las causas de terminación pertinentes. 

3.3.5. Aceptación o renuncia del acuerdo alcanzado 

En caso de acuerdo unilateral de la autoridad competente española o en caso 
de acuerdo entre las autoridades competentes afectadas, dicho acuerdo se 
comunicará al contribuyente español para su aceptación o renuncia. Se aplica 
en este caso lo ya indicado respecto a los procedimientos amistosos en base a 
un convenio fiscal. 

3.3.6. Ejecución del acuerdo 

La ejecución de un acuerdo alcanzado en base a la Directiva tampoco plantea 
particularidades respecto a la ejecución de un acuerdo en base a un convenio 
fiscal. El acuerdo se ejecutará, en todo caso, con independencia de los plazos 
de prescripción internos, como indica el artículo 4 apartado 2 in fine de la 
Directiva17. 

3.3.7. Arbitraje 

 
17 La decisión se aplicará entonces sin demora, con independencia de cualquier plazo fijado por el Derecho 

interno de los Estados miembros de que se trate. 



Una de las principales ventajas de la Directiva es que impone el arbitraje en caso 
de que las autoridades competentes no lleguen a un acuerdo que resuelva la 
cuestión.  

Además, la Directiva establece garantías para que el contribuyente pueda acudir 
a los tribunales domésticos en caso de no constitución de la comisión consultiva 
en el plazo previsto, de no nombramiento de las personas independientes o de 
sus suplentes, de no notificación a la persona afectada de las normas de 
funcionamiento de la comisión consultiva, de no notificación a la persona 
afectada de la decisión de la comisión consultiva, o cuando no se haya ejecutado 
la decisión de la comisión consultiva. Es decir, la Directiva da instrumentos al 
contribuyente en caso de inacción por parte de las autoridades competentes. 

3.3.7.1.  Tipo de arbitraje 

El arbitraje contemplado en la Directiva es obligatorio y vinculante para las 
autoridades competentes, salvo que acuerden otra solución en el plazo 
establecido tras la emisión de la decisión arbitral. 

3.3.7.2.  Plazo para solicitar arbitraje 

La Directiva prevé un plazo de 2 años, ampliable un año más, desde la última 
notificación de la admisión de la solicitud de procedimiento amistoso, en el caso 
de que no se haya presentado recurso doméstico (artículo 4.1 de la Directiva y 
artículo 41.1 del Reglamento de procedimientos amistosos), o desde que se haya 
suspendido el procedimiento doméstico ((artículo 16.3 de la Directiva y artículo 
41.1 segundo apartado letra b) del Reglamento de procedimientos amistosos) o 
haya concluido definitivamente (artículo 16.3 de la Directiva18), en el caso de que 
se haya presentado también recurso doméstico. 

Cuando las autoridades competentes no hayan alcanzado un acuerdo dentro del 
plazo anterior, informarán a las personas afectadas, indicando los motivos de la 
imposibilidad de alcanzar un acuerdo. 

3.3.7.3.  Compatibilidad del arbitraje con los recursos domésticos 

La Directiva permite la constitución de la comisión arbitral sin necesidad de 
desistir de los recursos domésticos. Como se indicaba con anterioridad, el plazo 
para contar los 2 años (o 3 años) puede comenzar desde que se haya 
suspendido el procedimiento doméstico. Una vez que la comisión arbitral emita 
una decisión y las autoridades competentes la hagan suya19, la aceptación por 
parte del contribuyente exigirá el desistimiento de los recursos internos 
planteados. 

El artículo 16.4 de la Directiva prevé distintas consecuencias en caso de que un 
Estado miembro no pueda apartarse de las resoluciones de un tribunal 
doméstico. 

- Si ha recaído sentencia judicial antes de que se presente la solicitud de 
arbitraje, no se aplica el arbitraje previsto en el artículo 6.1. 

 
18 El Reglamento de procedimientos amistosos no parece hacer referencia a este supuesto, porque, con 

carácter general, la admisión de un procedimiento amistoso en España implica la suspensión del 

procedimiento económico-administrativo o contencioso-administrativo. 
19 La Directiva establece que las autoridades competentes, en el plazo de 6 meses desde la notificación del 

dictamen de la comisión consultiva o de la comisión alternativa podrán apartarse de dicha decisión, aunque 

en el caso de no alcanzar un acuerdo, quedarán vinculadas por dicha decisión. 



- Si ha recaído sentencia judicial con posterioridad al inicio de arbitraje y 
antes de que se emita la decisión arbitral, se pondrá fin al arbitraje. 
 

3.3.7.4.  Casos excluidos de la comisión arbitral 

La Directiva en su artículo 16.4 prevé la posibilidad de denegar el acceso al 
arbitraje si se han impuesto sanciones por fraude fiscal, impago deliberado o 
negligencia grave. 

Si se han iniciado recursos internos contra la sanción impuesta, la autoridad 
competente podrá suspender el inicio del procedimiento de arbitraje en base a la 
Directiva, desde la fecha de aceptación de la solicitud hasta la fecha de 
resolución del procedimiento interno contra la sanción. 

La Directiva en su artículo 16.7 también prevé que pueda denegarse el acceso, 
caso por caso, cuando una cuestión no conlleve doble imposición. 

Estos supuestos se regulan en el artículo 43 del Reglamento de procedimientos 
amistosos. 

3.3.7.5.  Tipos de decisión arbitral 

La Directiva prevé la adopción de un dictamen en caso de comisión consultiva. 
En el caso de la comisión consultiva, la decisión se adoptará por mayoría simple 
de sus miembros, teniendo el presidente voto de calidad en caso de empate. 

En caso de comisión alternativa, existe más flexibilidad, pudiéndose acordar que 
la decisión sea un dictamen o la mejor última oferta presentada o cualquier otra 
técnica de resolución de conflictos.  

3.3.7.6.  Constitución de la comisión arbitral 

La comisión consultiva estará constituida por un presidente, un representante de 
cada autoridad competente afectada (o dos representantes, si así lo acuerdan 
las autoridades competentes) y una personalidad independiente designada por 
cada autoridad competente a partir de una lista (o dos representantes si así lo 
acuerdan las autoridades competentes). Se prevé también el nombramiento de 
suplentes para cada personalidad independiente. 

El presidente se elegirá entre la lista de personalidades independientes que, 
salvo acuerdo en contrario de los representantes de las autoridades 
competentes y de las personalidades independientes, será un juez. 

La lista de personalidades independientes se encuentra publicada en la web de 
la Comisión Europea20. 

3.3.7.7.  Incompatibilidades de los árbitros 

Las autoridades competentes podrán oponerse al nombramiento de cualquier 
personalidad independiente por cualquier motivo previamente acordado entre las 
autoridades competentes o por cualquiera de los siguientes motivos: 

- Pertenezca a una de las Administraciones tributarias afectadas o trabaje 
en nombre de las mismas, o lo haya hecho en cualquier momento durante 
los 3 años anteriores. 

 
20 https://taxation-customs.ec.europa.eu/document/download/8d86b14e-a345-454b-b474-

010e4b4e930d_en?filename=DRM-Table%202024-01-19.pdf 



- Tenga o haya tenido una participación importante o derecho de voto en la 
empresa de la persona afectada o haya sido empleada o asesora, en 
cualquier momento de los últimos 5 años. 

- No ofrezca garantías suficientes de objetividad. 
- Sea empleada de una sociedad que preste asesoría en materia fiscal o 

facilite por otros medios asesoría fiscal con carácter profesional, o 
estuviera en esa situación en cualquier momento de los últimos 3 años. 

Tampoco se podrán encontrar las personalidades independientes que formen 
parte de la comisión consultiva en las anteriores situaciones en un periodo de 12 
meses posterior a la decisión de la comisión consultiva. 

Las personalidades independientes han de firmar una declaración en relación 
con los conflictos de competencia. 

La Directiva no prohíbe que los árbitros que sean representantes de las 
autoridades competentes hayan participado previamente en las fases anteriores 
de discusión entre las autoridades competentes para el caso que se someta a 
arbitraje. 

3.3.7.8.  Plazo para emitir la decisión por la comisión arbitral 

La Directiva prevé un plazo de 6 meses que podrá ampliarse otros 3 meses más. 

3.3.7.9.  Adopción de decisión arbitral y posible publicación 

Las autoridades competentes, en el plazo de 6 meses desde la notificación del 
dictamen de la comisión consultiva o de la comisión alternativa podrán apartarse 
de dicha decisión, aunque en el caso de no alcanzar un acuerdo, quedarán 
vinculadas por la decisión. 

En todo caso, los contribuyentes afectados han de aceptar el acuerdo de las 
autoridades competentes adoptando el dictamen de comisión consultiva o 
apartándose del mismo. Por tanto, todo lo referido en el apartado 
correspondiente a la “Aceptación o renuncia del acuerdo alcanzado”, cuando la 
base jurídica es el convenio bilateral, aplica también en caso de arbitraje. 

Las autoridades competentes podrán acordar publicar íntegramente las 
decisiones definitivas, previo consentimiento de las personas afectadas. 

Si no existe dicho consentimiento, se publicará un resumen que incluirá la 
descripción del problema, la fecha y periodos de liquidación, la base jurídica, el 
sector, un breve resumen del resultado final y la descripción del método de 
arbitraje utilizado. 

La Comisión Europea ha hecho público un formulario normalizado para dicha 
publicación. 

3.3.7.10. No precedente de la decisión arbitral 

La Directiva establece en su artículo 15.4 que la decisión definitiva no sentará 
precedente. 

3.3.7.11. Recursos contra la decisión arbitral 

La Directiva, en su artículo 15.4, hace referencia a que un tribunal pueda decidir 
que ha existido falta de independencia en los miembros de la comisión 
consultiva, por lo que cabría recurso contra el dictamen por ese motivo. 



4. CONCLUSIONES 

En menos de 10 años, los procedimientos amistosos han mejorado 
considerablemente en todos los países de nuestro entorno. Los estándares 
mínimos establecidos en Acción 14 de BEPS, el procedimiento de revisión entre 
pares en el marco de la OCDE21 que supervisa el cumplimiento de dichos 
estándares mínimos y la publicación anual de estadísticas por parte de la OCDE 
han sido factores decisivos para dicha mejora. 

La mejora en la resolución de los procedimientos amistosos también se debe a 
la incorporación del arbitraje cada vez en más convenios bilaterales dada su 
modificación por el Convenio Multilateral. A su vez, la aprobación de la Directiva 
de resolución de disputas tributarias en el ámbito de la Unión Europea contribuirá 
también a dicha mejora. No obstante, en la actualidad, el número de casos 
resueltos en base a la Directiva es reducido, ya que los casos han de referirse a 
los ejercicios fiscales 2018 en adelante y los procedimientos amistosos han de 
haberse solicitado con posterioridad al 1 de julio de 2019. 

Además de ello, las Administraciones tributarias son conscientes de que una 
eficiente resolución de los procedimientos amistosos es un factor importante en 
la percepción del grado de seguridad jurídica de un país. Y que han que dotar 
con mayores recursos a los equipos encargados de la tramitación de los 
procedimientos amistosos.  

Algún sector de la doctrina critica la reducida intervención del contribuyente en 
un procedimiento amistoso. Su papel se reduce a la presentación de la 
correspondiente solicitud y a la aceptación, en su caso, del acuerdo alcanzado 
entre las autoridades competentes. Además, el contribuyente ha de atender 
todos los requerimientos de información y de documentación que les formulen 
las autoridades competentes y ostenta un derecho a solicitar información sobre 
la situación del procedimiento amistoso. No obstante, no hay que olvidar que el 
procedimiento amistoso no es un procedimiento administrativo interno sino un 
procedimiento entre Estados y que son estos los que tienen que hacer todo lo 
posible por eliminar la doble imposición. Además, el acuerdo alcanzado entre las 
autoridades competentes no sienta precedente, por lo que no puede ser alegado 
ni por el contribuyente ni por la Administración tributaria para posteriores 
ejercicios.  

Como conclusión, es importante quedarnos con un mensaje positivo. El 
funcionamiento de los procedimientos amistosos ha mejorado mucho en casi 
todos los países de nuestro entorno, gracias al esfuerzo de las Administraciones 
tributarias y a la colaboración de los contribuyentes y asesores. Ese esfuerzo 
tendrá que incrementarse en los próximos años, dado el elevado número de 
solicitudes que se siguen presentando. 
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